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 En nuestro país, el tema de la Indemnización por Errores Judiciales tiene como 
primer antecedente histórico la Constitución Política del Perú de 1933, bajo el 
gobierno de Luis M. Sánchez Cerro. Esta fue una situación innovadora en ese 
tiempo y sumamente positiva, sobre todo para aquellas personas que se sentían 
perjudicadas por errores cometidos en la administración de justicia, lo que 
representó una esperanza para las personas que buscaban un resarcimiento que 
logre aminorar los daños causados por errores judiciales. 
Posteriormente se le da la categoría de principio internacional, al adherirse nuestro 
país al Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, que la establece en 
el inciso 6 de su artículo 14; asimismo a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, prevista en su artículo 10, que garantizaban la indemnización por errores 
judiciales. Estas incorporaciones fueron positivas sobre todo en un país como el 
nuestro cuya población en una inmensa mayoría ignora su Constitución, por lo que 
fue un gran avance al reconocimiento y protección de los Derechos Humanos. 
Con la dación de la Constitución Política de 1979 se amplía la figura del “Error 
Judicial”, ya no siendo necesario estar en un proceso penal para que se otorgue 
una indemnización, sino que esta podría aplicarse cuando una persona hubiese 
sufrido detención arbitraria, que por regla general es fuera de un proceso penal. Con 
fecha 28 de diciembre de 1988 se expide la Ley N° 24973, “Ley de Indemnización 
por Errores Judiciales y Detenciones Arbitrarias”, en la que se detallan los casos de 
detención arbitraria, y extiende la comisión de esta figura a la policía. Pero lo más 
novedoso de esta Ley es la creación del Fondo Nacional Indemnizatorio por Errores 
Judiciales, que establece un fondo que se encargaría del pago de la indemnización 
correspondiente una vez que la autoridad judicial haya emitido la resolución que 
determine la absolución o el archivo definitivo del proceso. 
Vale decir también que, en el inciso 7 del artículo 139 de nuestra actual Carta 
Política del Estado, se prevé la Indemnización por Errores Judiciales. 
 
 Este derecho indemnizatorio es una figura que no ha merecido un tratamiento 
adecuado, a pesar de la constante y distinta regulación desde su incorporación en 
los diferentes cuerpos normativos. 
Con la dación del Decreto Legislativo N° 957, que aprueba el nuevo Código Procesal 
Penal, se contempla también esta figura, específicamente en el inciso 5 de su 
artículo 1, que establece: “El Estado garantiza la indemnización por errores 
judiciales”, precepto que, a pesar de que ya anteriormente se ha reglado en 
numerosos textos normativos, no tiene una aplicación efectiva. 
Numerosos tratadistas sostienen que aquel sujeto que ha sido sometido a prisión y 
que posteriormente es absuelto, es evidente que se le ha causado un daño, no solo 
de naturaleza patrimonial sino de naturaleza moral, social y hasta física, 
extendiéndose el daño a los familiares. 
Indemnizar significa reparar, compensar, resarcir a una persona víctima de un acto 
injusto. Es por ello que el Estado debe preocuparse en hacer efectiva dicha 
indemnización, que ésta sea apropiada, suficiente y rápida, es decir de índole 
pecuniaria, así como la adopción de medidas que permitan reparar las condiciones 
de vida de las personas víctimas de un error judicial, reinsertar a la víctima a una 
labor y brindarle una atención médica continua que permita eliminar los rezagos del 
daño sufrido. Es cierto que la Ley establece que la indemnización debe ser 
proporcional al daño causado y a la gravedad de la violación, pero estos elementos 
(salud y trabajo) son importantes para el proceso de curación de las personas, 
porque transforman sus sentimientos de pena, aislamiento en la sociedad y 
estigmatización por ser víctima comprobada de un error judicial, advirtiendo que no 
se busca eliminar cabalmente el daño por ser imposible, pero se pueden aminorar 
los efectos causados por este lapsus judicial. 
 
 
 En nuestro país, el principal problema que encontramos es la proliferación de leyes 
sin existencia real, porque un país no se mide por la cantidad de leyes sino por la 
efectividad de ellas.  
Pero a la vez no se deben expedir leyes si no existen los medios idóneos para que 
estas normas tengan vida en la realidad; por ejemplo el Estado debe asignar una 
partida presupuestal que asegure este fondo para las personas víctimas de errores, 
si esto no se aplica, no podemos decir que el Estado garantiza eficazmente los 
derechos de los ciudadanos que se ven afectados por los posibles desbordes o 
excesos en el ejercicio del poder. 
En nuestro país se vienen produciendo numerosos errores judiciales con lo que se 
denota la gran responsabilidad del juzgador y la insatisfacción de poder 
recompensar los graves e irreparables daños ocasionados por dichos errores; no 
obstante que existe una ley especial, y nuestra actual Constitución lo prevé, no se 
ha visto algún caso en que el Estado de por sí haya realizado tal circunstancia. 
Es más que seguro que si esta garantía dejara de ser “letra muerta” conllevaría a 
que nuestros jueces hoy en día estudien más, analicen exhaustivamente y 
resuelvan con mejor criterio para evitar errores, lo que a la vez dejaría en buen 
nombre la administración de justicia.  
Esperamos con ansias que la incorporación de esta garantía al nuevo Código 
Procesal Penal recobre vida y no pase de ser de una simple prescripción a una 
aspiración. 
 
